
        
            
                
            
        

    












A Ana, a la que tengo tanto que agradecer.



Mamá: lo he conseguido.














«Nadie reprochará jamás a un banquero su exceso de prudencia, pero todo el mundo le criticará por haber asumido riesgos excesivos».



LUIS VALLS TABERNER






Introducción



DE LOS BORBONES A LOS BOTINES













«El Banco Popular es un bancazo». Estas fueron las palabras con las que Pedro Larena, penúltimo consejero delegado de la entidad, abrió su primera y única presentación de resultados del banco ante los medios de comunicación. En ese momento, cuando la entidad estaba ya sumida en la gravísima crisis que conduciría a su final, estas palabras causaron hilaridad. Pero en el fondo tenía razón. El Popular ha protagonizado una de las historias más apasionantes de la historia de la banca española y mundial. Fue fundado en 1926 como filial bancaria de una aseguradora, Los Previsores del Porvenir, con la presencia del rey Alfonso XIII, que a su vez había tomado una participación en el capital. Sobrevivió a las convulsiones de sus primeros tiempos, la Segunda República, la Guerra Civil y la posguerra. Dio el gran salto a partir de 1957, cuando fue adquirido por el Opus Dei con Luis Valls Taberner como gran figura, quien lo gestionó durante casi cinco décadas. Primero junto a Rafael Termes y más tarde con su hermano Javier hizo del Popular el banco más rentable y eficiente del mundo y él mismo se convirtió en un mito en el sector.

Pero después no aprovechó diferentes oportunidades de crecimiento e internacionalización porque prefirió primar la rentabilidad y se quedó como el más pequeño de los famosos siete grandes. Cuando se generó la burbuja inmobiliaria, ya con Ángel Ron al frente, llegó tarde a la financiación del ladrillo, por lo que se quedó con lo peor (lo más arriesgado) y echó el freno mucho después que el grueso del sector. Al estallar la crisis, eso dio lugar a unos ingentes activos tóxicos (crédito moroso e inmuebles adjudicados) que lo llevarían a la tumba. Ron trató de ocultar la situación y de buscar varias soluciones infructuosas, lo que acabó con su sustitución por Emilio Saracho, quien tampoco logró salvar la entidad ni venderla a otro banco. Al final, el miedo a la insolvencia provocó un desplome de su precio en bolsa y una huida masiva de depósitos que lo dejó sin liquidez, lo que determinó, ante la ausencia de ofertas de compra, su resolución, la primera según las nuevas normas europeas. Eso provocó que sus accionistas perdieran todo su dinero y que se vendiera por un euro al Banco Santander. Es decir, su historia comenzó con una familia de postín, los Borbones, y acabó con otra, los Botines.

El Popular ha sido una rara avis en el sistema financiero por una serie de características que lo han apartado del resto de la banca española. Así, adoptó desde su nacimiento la doctrina social de la Iglesia y estuvo siempre cerca de las élites políticas y económicas de perfil más religioso, situación que se exacerbó con la toma de control por el Opus Dei. También destacó desde el principio por fomentar el ahorro de las clases populares, si bien con el desarrollo de la economía se especializó cada vez más en el crédito a pymes, donde llegó a ser la primera entidad del país. Esa área de negocio era la que se consideraba el «banco bueno» del Popular, lo que tenía más valor y lo que atrajo en diferentes momentos históricos a otras entidades que intentaron comprarlo. El «banco malo» fue la enorme exposición al crédito promotor que acumuló en la burbuja inmobiliaria. La financiación del ladrillo no fue algo nuevo en ese momento, ya que el Popular siempre estuvo presente en este negocio desde sus primeros tiempos. La diferencia fue que en esos años su exposición creció de forma tan desmesurada que se convirtió en la principal actividad de la entidad con mucha diferencia, con lo que al final el banco malo pesó más que el bueno.

A lo largo de su dilatada historia, aunque en especial durante la era de Luis Valls, desarrolló otras señas de identidad muy reconocibles. La más destacada, la austeridad, por la que el Popular tenía una verdadera obsesión y que explica que su eficiencia (el nivel de gastos que necesita para desarrollar su negocio) fuera la mejor de la banca española durante muchos años. Existen multitud de anécdotas sobre la obligación de hacer fotocopias por las dos caras o la dificultad para conseguir un bolígrafo. También hay bromas sobre si los empleados todavía iban con visera y manguitos. No obstante, esto nunca estuvo reñido con la innovación: el Popular instaló el primer cajero automático de España en 1973.

Otra obsesión durante toda la vida del Popular fue el temor a la nacionalización, que se remonta a la Segunda República y que explica actuaciones posteriores del banco como la creación del holding Popularinsa, la financiación a los partidos políticos durante la Transición o el rechazo al rescate con dinero público en 2012, que habría salvado al banco. En relación con esto también se suele señalar como otro principio inspirador la obsesión por la independencia, pero esto es algo relativo: si bien es cierto que el Popular rechazó a lo largo de su historia numerosos intentos de compra, también lo es que en otras ocasiones sus sucesivos presidentes buscaron potenciales fusiones y adquisiciones, de forma abierta o a espaldas del consejo.

La influencia del Popular en el poder político en España fue probablemente más importante que la de cualquier otra entidad. Todos los bancos suelen llevarse bien con el gobierno de turno por la cuenta que les trae (el dinero no tiene color), pero el Popular se apartó de esta norma en diferentes momentos: por ejemplo, durante la Guerra Civil, cuando tuvo que tener dos consejos, uno en cada zona, se decantó desde el primer momento por los sublevados. Incluso fue mucho más allá al influir decisivamente en el poder en momentos de gran importancia histórica. En este sentido, Luis Valls guarda cierto paralelismo con Santiago Bernabéu: ambos transformaron para siempre su ámbito de actuación (la banca y el fútbol) y ejercieron una enorme influencia fuera del mismo.

El histórico presidente del Popular desempeñó un papel importantísimo en la llegada al gobierno franquista de los tecnócratas del Opus Dei, un acontecimiento que cambiaría la historia económica de España al sacar el país del aislamiento e impulsar el llamado desarrollismo. También realizó una importante labor en favor de la restauración borbónica, incluso antes de la muerte del dictador, a través del diario Madrid. Y fue determinante para la consolidación de la democracia con su decisión de financiar a todos los partidos, incluidos el PSOE y el PCE (siendo un banco controlado por el Opus), algo que resultó imprescindible para que pudieran presentarse a las elecciones y desarrollar su actividad política.

El Popular también fue protagonista involuntario de episodios entre lo divertido y lo patético, como la saga/fuga de Gregorio Ortega, los ataques de José María Ruiz-Mateos a raíz de la expropiación de Rumasa, la estafa de «Pepe, el del Popular» o la OPA ficticia de Trinitario Casanova.

Por último, fue vivero de figuras que ocuparon después importantes funciones en otras entidades o empresas, como Rafael Termes, presidente de la Asociación Española de Banca; Mariano Navarro Rubio, pieza clave del gobierno de los tecnócratas; Aristóbulo de Juan, director general del Banco de España; Pablo Isla, presidente de Inditex; o Ricardo Lacasa y Rafael Bermejo, consejeros del BBVA.

Todos estos aspectos son los que se desarrollan en este libro, que recorre la historia del Banco Popular en orden cronológico desde su fundación hasta su compra por el Santander por un euro en junio de 2017. No obstante, como es comprensible, se pondrá más énfasis en la última etapa de la entidad debido a su cercanía en el tiempo, a la mayor disponibilidad de testimonios directos, a su fuerte impacto en la reciente historia económica y financiera española, y al perjuicio causado por la resolución de la entidad a unos 300.000 accionistas y tenedores de deuda subordinada (más que los afectados por la salida a bolsa de Bankia).

Debe dejarse claro desde el principio que se trata de un libro fruto de una investigación periodística. No es un trabajo científico de historia, economía o derecho; aunque es inevitable tocar estas disciplinas, no suponen su enfoque principal. Lo que se pretende es relatar las múltiples historias que conforman una gran historia, la del Popular, de la forma más accesible y amena posible. Ello obliga a buscar un complicado equilibrio entre esta pretensión y el rigor y la complejidad de los conceptos y la actividad bancarios. De ahí que se hayan omitido muchas cifras más allá de las imprescindibles y que se hayan reducido los nombres a los más relevantes, por lo que se han dejado fuera otros muchos que han tenido relación con el banco en diferentes momentos. Asimismo, se ha añadido un anexo titulado «¿Qué hace un banco y cómo gana dinero?» y un glosario en que se trata de explicar de forma breve y sencilla los principales conceptos de la actividad bancaria a los lectores no familiarizados con ella.

Es preciso advertir también de que no se trata de un libro sobre el Opus Dei, pese a que sea imprescindible hacer referencia a su papel, dado que ha controlado el Banco Popular durante la mayor parte de su historia. Pero no se entra en valoraciones a favor o en contra, sino que se limita a describir esta relación y sus consecuencias en el devenir de la entidad. Tampoco se hacen panegíricos ni censuras de ninguno de sus sucesivos gestores. De hecho, el libro procura evitar las opiniones personales durante toda la narración y las reserva para el epílogo, titulado «¿Quién tuvo la culpa?».

La base principal de este trabajo han sido las entrevistas personales con algunos de los protagonistas de la historia. Entre ellos, cabe destacar a los expresidentes del Popular Javier Valls, Ángel Ron y Emilio Saracho, el presidente del Banco Sabadell, Josep Oliu, el exdirector general del Popular y del Banco de España Aristóbulo de Juan, el presidente de Naturhouse, Félix Revuelta. Asimismo se ha entrevistado a un nutrido grupo de exconsejeros, exdirectivos, consultores, analistas, gestores de fondos de inversión y auditores que se han prestado a colaborar para este libro con la condición de permanecer en el anonimato, algo que se ha respetado debido a la relevancia de su testimonio. También han respondido a un cuestionario responsables de BBVA y del FROB (Fondo de Reestructuración Ordenada Bancaria). Por el contrario, la JUR (Junta Única de Resolución) se ha negado a responder a ninguna pregunta.

Además, se han utilizado otras muchas fuentes de información, como declaraciones públicas de diferentes responsables de entidades y autoridades públicas, cuentas anuales y trimestrales, presentaciones a los medios de comunicación y analistas, informes de análisis bursátil, hechos relevantes remitidos a la CNMV (Comisión Nacional del Mercado de Valores), comunicados del FROB y de la JUR, sentencias judiciales, comparecencias en el Congreso, noticias de prensa —muchas de ellas publicadas por el propio autor, que ha cubierto al Popular desde hace más de diez años y ha seguido de forma detallada su crisis y resolución— y artículos de opinión.

También se ha hecho uso de varias monografías sobre aspectos concretos o momentos históricos determinados. Entre ellas, cabe destacar Historia del Banco Popular de Gabriel Tortella, José María Ortiz-Villajos y José Luis García Ruiz, una obra encargada por el propio banco y basada fundamentalmente en las actas del consejo, imprescindible para conocer los primeros tiempos del Popular y la era de Luis Valls. También el paper «El diluvio: The Spanish Banking Crisis», del profesor de la Universidad de Columbia Tano Santos.

Debido al dramático final del Popular y a las causas judiciales abiertas a raíz del mismo, me he encontrado con versiones absolutamente contradictorias sobre muchos de los acontecimientos decisivos de su historia. Se han recogido todas, pero no se les ha concedido el mismo valor cuando hay fuentes terceras o informaciones fiables que otorgan más verosimilitud a una versión que a otra.

Abordar esta investigación ha sido una tarea fascinante que me ha hecho disfrutar como pocas veces a lo largo de mi carrera profesional. Espero que el lector también lo encuentre útil, interesante y, en la medida de lo posible tratándose del tema del que se trata, entretenido.
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LA NOCHE MÁS OSCURA













—Emilio, no podemos abrir mañana. No tenemos dinero.1

—Pero, ¿qué me estás diciendo? —respondió Emilio Saracho, el presidente del Banco Popular que había sustituido a Ángel Ron tras un turbulento golpe de Estado en el consejo de la entidad en diciembre.

—Que no tenemos liquidez. Se han evaporado 5.000 millones de euros en tres días, lo mismo que salió en todo el mes de abril o el de mayo. Mañana no podemos dejar sacar dinero a los clientes ni de las oficinas ni de los cajeros.

—¿Estás hablando de un corralito? Eso no puede ser —insistió Saracho—. ¿Y el Banco de España? ¿Dónde está lo que hemos pedido al Banco de España?

Ignacio Sánchez-Asiaín, consejero delegado, no sabía cómo decírselo al hombre que le había nombrado hacía apenas dos meses para intentar salvar la entidad:

—No nos dan más.

—¡Pero si les hemos llevado garantías por 40.000 millones y nos han dado menos de 4.000! Nos tienen que prestar más. Amenázalos con el corralito. No van a permitir que eso pase aquí. España no es Chipre.

—Dicen que no tenemos documentadas las garantías.

El Banco Central Europeo (BCE), a través del Banco de España, puede inyectar liquidez mediante líneas de emergencia a los bancos en apuros, pero exige unos activos a cambio como colateral, normalmente bonos o acciones que el banco debe demostrar que tiene en cartera. El número dos del Popular alzó la mirada y sostuvo la de Saracho: 

—Y tampoco serviría de mucho que nos dieran más. A este ritmo, aguantaríamos otro par de días como mucho. Esto es como el enfermo conectado al respirador: le puedes mantener vivo artificialmente pero no se va a curar.

Esta situación no pillaba por sorpresa a Saracho, que llevaba negociando con el BCE desde abril la provisión de fondos de emergencia ante el deterioro del banco; y en mayo, el Popular había incumplido las exigencias regulatorias de liquidez (el llamado ratio LCR). Ante la aceleración de la fuga de depósitos, el supervisor les había avisado unos días antes de que estuvieran preparados por si la huida de clientes y el desplome del valor en bolsa se agravaban, en cuyo caso no habría más remedio que «resolver» el banco (la nueva figura que ha sustituido a la intervención de toda la vida tras el traspaso de la supervisión bancaria a la autoridad monetaria europea). Y eso era justamente lo que había pasado.

—A lo mejor conseguimos que se tranquilicen las cosas y deja de salir dinero. Es increíble que, a estas alturas, la gente no sepa que los depósitos están garantizados hasta 100.000 euros aunque el banco quiebre. ¡Coño, si no perdieron el dinero con Bankia, no lo van a perder con nadie!

—Bueno, en realidad el problema no son los minoristas. Sí, algunos se están yendo porque, cuando cunde el pánico, la gente no piensa. Pero el grueso son los institucionales. Esos sí que corren peligro de perder en caso de resolución2 y se están marchando en manada. Incluyendo los del sector público.

—¿Cómo?

—Sí, la Seguridad Social, comunidades autónomas… Es normal, Emilio. Si tú administraras millones de dinero del contribuyente y los tuvieras en un banco donde los puedes perder, ¿no te los llevarías? Si lo piensas, lo irresponsable sería quedarte. Hay gente que me dice que llames a los que conozcas para convencerles de que se queden, o se llevan el banco por delante.

—No, me niego a hacer eso. Si yo le digo a mis amigos que se queden y luego pierden el dinero, les echarán por ser amigos míos, mientras que los que no lo son quedarán como listos por haber sacado sus fondos. Sería un disparate.

—Pues entonces, lo dicho: esto ya no tiene arreglo. Tienes que convocar el consejo de urgencia para presentar la rendición.

—Pero no hemos podido terminar el trabajo: no ha dado tiempo de vender WiZink —el negocio de tarjetas de Popular, Citi y Barclays— ni TotalBank —su banco en Estados Unidos— y estamos a medias con la valoración de los inmuebles y la cuantificación de las provisiones que nos faltan. Sin esas ventas y sin una cifra realista de déficit de provisiones, no podemos hacer una ampliación porque sería demasiado grande y nadie se fía de nosotros. Tampoco ofrecen un precio positivo en la subasta del banco que hemos intentado. Además nos tendremos que ir todos. El FROB —el fondo público para rescatar entidades— pondrá administradores en nuestro lugar. O el que se quede con el banco, si es que alguien lo compra. Y los accionistas lo perderán todo, incluyendo la Sindicatura, las grandes familias históricas del banco. Y los CoCos —bonos convertibles convergentes—. Y la subordinada. Eso significa que nos van a poner un montón de demandas.

—Sí, pero eso ya no es cosa nuestra. Ya no hay un «nosotros». El tiempo se nos ha acabado y no podemos hacer nada más. El Popular ahora es cosa de otros. Lo que tenga que ser, será.

—Esto es el fin, entonces.

—Sí.

—Llama a los consejeros. Que vengan corriendo.

Horas más tarde, ese mismo 6 de junio de 2017, el consejo del Banco Popular comunicaba al BCE que era inviable después de noventa años de historia, lo que ponía en marcha por primera vez el mecanismo único de resolución bancaria europeo.





¿Cómo se había llegado hasta ahí?


Lo cierto era que Saracho y Sánchez-Asiaín ya se habían quedado sin tiempo en abril. Una inspección del supervisor europeo, encargada expresamente a un equipo de españoles que conocieran bien el percal, había encontrado un déficit de provisiones inasumible por la entidad, que provenía de las pérdidas en los activos inmobiliarios tras el estallido de la burbuja y que no se había tapado en los años posteriores con la anuencia del Banco de España. Además, llegaba después de otra inspección en 2016 sobre crédito moroso, que había forzado una ampliación de capital de 2.500 millones, la cual se había quedado muy corta. Por otra parte, había «reexpresado» las cuentas de cierre del año anterior a principios de abril, al encontrar provisiones incorrectas e irregularidades en el cálculo de la solvencia, lo que había supuesto el primer match-ball para Saracho: una reformulación de cuentas podía haber significado el fin del Popular ya en ese momento.

La situación era desesperada y solo tenía dos salidas posibles: o acometía una macroampliación de capital o se integraba en otro banco más grande y fuerte. Lo que fuera, pero de inmediato. Saracho ya había dicho que el Popular estaba abocado a una de esas dos salidas en su primera (y única) junta de accionistas, el 10 de abril. De hecho, mucha gente cree que esa fue una metedura de pata que puso al banco en el disparadero e inició su cuesta abajo, aunque la acción ya venía cayendo con fuerza desde mucho antes. El exjefe de JP Morgan para Europa pensaba que iba a contar con más tiempo, de ahí que iniciara esa retasación de todos los activos tóxicos de la entidad (36.000 millones de euros de valor bruto de unos 80.000 inmuebles adjudicados), un proceso largo y complejo. Pero las crisis bancarias son así: cuando el mercado y los medios de comunicación ponen a una institución en el disparadero, esta entra en barrena mucho más rápidamente de lo que sus gestores podrían imaginar.

Así que Saracho había puesto en marcha de forma paralela ambas medidas, a ver si una de las dos tenía éxito: la búsqueda de inversores para una ampliación de capital y una subasta para la venta del banco. Los principales accionistas del banco no querían poner más dinero tras las fuertes pérdidas de la ampliación de 2016, y para reducir su tamaño a un nivel asumible (unos 3.500 millones) era necesario vender WiZink y TotalBank —por las que se habían recibido ofertas a la baja ante la desesperada situación del Popular—. Además, los inversores querían que vendiera una muestra de sus diferentes tipos de inmuebles (suelos, viviendas, naves, hoteles...) para saber qué precio podía obtener y la diferencia con su valor en libros, a fin de poder calcular la pérdida que faltaba por cubrir en el balance.

En cuanto a la subasta, encargada llamativamente a JP Morgan (y a Lazard), no había logrado atraer el interés de ninguno de los grandes bancos. La citada incertidumbre sobre el tamaño del «agujero» del Popular les ahuyentaba; hablamos del déficit de provisiones para cubrir el deterioro del valor de los 36.000 millones en adjudicados más unos créditos morosos cuya cuantía no estaba nada clara (y que el Santander elevó del 15 al 20 por ciento del total nada más quedarse con el banco). Por último, estaba el temor a cientos de miles de demandas de accionistas que acudieron a la operación del año anterior, más las de las cláusulas suelo, que los cinco posibles compradores —Santander, BBVA, CaixaBank, Sabadell y Bankia— cuantificaban entre 1.500 y 2.000 millones.

Ni siquiera las poco sutiles maniobras del ministro de Economía, Luis de Guindos, habían bastado para empujar a ninguno a presentar una oferta. Primero, había anunciado el interés de Bankia en pujar para intentar «calentar» el proceso antes de que su presidente, José Ignacio Goirigolzarri, hubiera tomado ninguna decisión ni dicho esta boca es mía. Y esto sin tener en cuenta que era casi imposible que Bruselas aprobara una operación así por parte de un banco del que el Estado poseía el 65 por ciento. Después, había tratado de «convencer» a Ana Botín de la excelente operación que sería para el Banco Santander la compra del Popular durante el fin de semana del 3 y 4 de junio en el transcurso de la reunión anual del mítico Club Bilderberg3 celebrada en Virginia, a la que asistieron ambos: «No salen las cuentas, Luis. El Popular tiene valor negativo. Nos encantaría quedárnoslo, pero es una locura. Tiene que haber algún tipo de ayudas. Y si no es posible, que vaya a resolución, que se tape el agujero y entonces sí que pujaríamos por él», le vino a decir Botín a Guindos.

Este no quería oír hablar de la posible resolución de un banco español cinco años después del rescate financiero de España, cuando tuvo que pedir 41.000 millones a la UE para salvar a las cajas de ahorros insolventes. La posible repetición de la desconfianza internacional hacia nuestro sistema bancario, la escalada de la prima de riesgo, la falta de credibilidad del gobierno, etc., le ponían los pelos de punta. El Popular se había convertido en la prioridad número uno del Ejecutivo: había que encontrar una solución como fuera. Y privada, por supuesto. No se podía poner un solo euro más del contribuyente en el sector, y menos aún en un banco privado, cuando se había afirmado por activa y por pasiva que la crisis bancaria fue cosa de las cajas de ahorros. Para rizar el rizo, la entidad estaba controlada por el Opus Dei, al que pertenecía el propio Guindos. Eso le convertía, sobre el papel, en el mejor aliado del intento de Saracho. Pero ni por esas.

Los dos bancos catalanes, CaixaBank y Sabadell, se habían bajado del tren a las primeras de cambio, enfrascados como estaban en la integración del portugués BPI, el primero, y en la del británico TSB, el segundo. El caso del Sabadell fue especialmente llamativo, puesto que había tirado los tejos al Popular varias veces en la última década, pero la fusión siempre había fracasado por las disputas por el poder. Ron no estaba dispuesto a compartirlo; quería mandar. Ahora que su antiguo objeto de deseo estaba en la UVI y pedía ayuda a la desesperada, ahora que el obstáculo de Ron había desaparecido, su presidente, Josep Oliu, se llamaba andana. Algunos dicen que por venganza. Otros, incluyendo el propio Sabadell, porque se trataba de una operación demasiado grande para él. El Popular era casi de su mismo tamaño, más grande de hecho si se excluía el negocio británico de los catalanes, y su agujero era inasumible: taparlo requeriría un esfuerzo ingente que podría poner en peligro al propio banco, lo que se denomina en el mundo financiero «riesgo de ejecución». Y ahí también entraba el supervisor, que no estaba dispuesto a exponerse a tal peligro. El fantasma del fracaso de las fusiones de las cajas de ahorros, que al final habían necesitado más dinero público que si se hubieran mantenido las entidades en solitario, estaba muy presente.

Bankia también había ido al data room (un espacio virtual donde los interesados pueden examinar las tripas de la entidad en venta, aunque en el caso del Popular todos se quejaron de que la información era escasa y confusa) a pesar del probable veto de la Comisión Europea. Pero Goirigolzarri se había topado con el mismo problema que Oliu: demasiado grande y demasiado arriesgado. BBVA había jugado al gato y al ratón, como solía ser habitual en su presidente, Francisco González, que había pedido ayudas públicas para quedarse con el Popular. Es lo que se conoce como un EPA (Esquema de Protección de Activos), que consiste en que el Estado garantice las posibles pérdidas de los activos tóxicos de la entidad comprada, algo que había recibido Sabadell para la compra de la CAM, CaixaBank para la de Banco de Valencia y el propio BBVA para la de Unnim. La respuesta del gobierno había sido que no le podía conceder ninguna ayuda porque eso solo es posible en entidades intervenidas, y aquí se trataba de un banco en funcionamiento. Además, en ningún caso la salvación del Popular iba a incluir dinero público, el miedo atávico de Guindos. Así que el BBVA también se había descartado como candidato y había dejado solo al Santander, ya que ningún banco extranjero había mostrado el más mínimo interés. De hecho, Citi y Barclays ya habían vendido su negocio de banca comercial en España, y Deutsche Bank estaba a punto de iniciar la subasta fallida del suyo. Pero Botín tampoco estaba dispuesta a pujar: todos los análisis que habían hecho en el banco otorgaban un valor negativo al Popular, es decir, no se justificaba pagar nada por él.

Un problema adicional fue que, mientras todo esto sucedía entre bambalinas, el público había tenido conocimiento del proceso de subasta —que, al parecer, Saracho pretendía mantener en secreto, algo imposible en el mundo actual— gracias a una noticia de El Confidencial del 11 de mayo.4 Esto había desatado el miedo entre los clientes y accionistas del Popular, con lo que había comenzado un proceso simultáneo de retirada de depósitos de los primeros y de ventas de los segundos en bolsa, lo que había provocado un desplome nunca visto de su cotización hasta mínimos históricos. Y eso, a la vez, había retroalimentado las urgencias de venta y las presiones del BCE.

Precisamente, la puntilla del Popular había venido justamente de donde nadie podía haberlo esperado, nada menos que de la presidenta de la Junta Única de Resolución (JUR), el organismo europeo encargado de «resolver» los bancos inviables, Elke König. Esta había soltado el 23 y 31 de mayo que estaba vigilando de cerca al Banco Popular por si era necesario intervenirlo y, por lo que se ve, también había pretendido que no saltara a los medios de comunicación. En este caso lo publicaron las agencias Bloomberg y Reuters. Los temores iniciales se habían transformado en pánico, a pesar de un intento de aclaración de la JUR que no desmentía la información en ningún momento. La fuga de depósitos se había acelerado hasta el paroxismo (después de perder 5.000 millones en abril y otros tantos en mayo, se volatilizó una cifra similar en los tres primeros días de junio, lo que elevó el total a 18.000 millones entre el 31 de diciembre de 2016 y el 7 de junio de 20175) y la acción se había situado mucho más cerca de cero que del euro en que se movía tan solo un mes antes. A pesar de ello, el propio portavoz del gobierno, Íñigo Méndez de Vigo, aseguraba tras el Consejo de Ministros del 2 de junio que el Popular era perfectamente solvente y hacía un llamamiento a la tranquilidad. Algo que distaba un mundo de la realidad.

El banco había sido incapaz de encontrar un comprador para su subasta o de lanzar cualquier mensaje tranquilizador, salvo la venta de un par de activos menores (TargoBank y la financiera de consumo del antiguo Banco Pastor). El sábado 3 de junio, coincidiendo con la final de la Champions League en la que el Real Madrid se impuso a la Juventus por 3 a 1, los bancos de inversión hicieron un último intento desesperado para que alguien se lo quedara, pidiera lo que pidiera a cambio. Pero ni por esas. Llegados a ese punto, los grandes bancos preferían que el Popular fuera a resolución y quedárselo una vez saneado a costa de las pérdidas de accionistas y acreedores. Y así se había llegado a la situación en que se encontraban Saracho y Sánchez-Asiaín el 6 de junio.





Venta a la desesperada o liquidación


Pero declararse insolvente tampoco resolvía el problema. Era la primera vez en que debía aplicarse el mecanismo único de resolución (MUR) europeo desde su puesta en marcha en 2014 al centralizar la supervisión de las principales entidades de la zona euro en el BCE (precisamente para evitar la repetición de un rescate financiero como el español). Y nadie tenía la menor idea de cómo iba a ejecutarse ni de si iba a salir bien. La única condición que había impuesto Guindos era, cómo no, que no hubiera que gastar dinero público para salvar el Popular. Algo que, en principio, no debía ocurrir. Las nuevas normas de resolución europeas buscaban justamente romper el nexo entre riesgo bancario y riesgo soberano, es decir, que los países no tuvieran que acudir al rescate de sus entidades insolventes con dinero público, con el consiguiente deterioro de su déficit y su deuda.

Para quebrar esa relación, Bruselas había impuesto un sistema de rescate interno (bail-in) por oposición al rescate público (bail-out), que consistía en que debían absorber las pérdidas de las entidades sus accionistas y acreedores, por orden de prelación (primero la deuda subordinada o junior, que paga más intereses al tener mayor riesgo, y luego la senior, los bonos normales). Si con eso no bastaba para cubrir el agujero, tendrían que perder su dinero los depósitos superiores a 100.000 euros, la cantidad cubierta por el Fondo de Garantía de Depósitos. Como hemos visto, esa posibilidad fue una de las principales razones que provocaron la huida de depositantes. Solo después de que todos ellos hubieran absorbido pérdidas, podían entrar los recursos públicos.

En realidad, se trataba de elegir entre que perdieran el dinero los accionistas —entre ellos, el 75 por ciento de los empleados del banco— y bonistas privados del Popular o que lo pusiera el contribuyente español; la norma europea tenía tantas excepciones al citado sistema de rescate interno que, en la práctica, se podía justificar el uso de dinero público en casi todos los bancos en apuros. Algo que había hecho Italia con la Banca Monte dei Paschi di Siena, que había suspendido los ejercicios de resistencia del BCE (los famosos test de estrés) y a la que se había mantenido viva mediante inyecciones de dinero público. En dicha elección, la política tenía un papel nada desdeñable: hay que tener presente que el PP gobernaba en minoría y que se enfrentaba a la dura oposición de Podemos —que estaba en contra de rescatar bancos porque a quien había que rescatar era a «la gente», aunque curiosamente apoyaba crear una banca pública— y de un PSOE cada vez más próximo a los postulados de Pablo Iglesias tras la victoria de Pedro Sánchez en las primarias. Mariano Rajoy también debía tener cuidado con no derrochar recursos públicos ni favorecer a los «amigos» para mantener el pacto con Ciudadanos que le había permitido seguir en La Moncloa tras la repetición de las elecciones.

En esa tesitura, rescatar a cuenta de todos los españoles un banco de propiedad privada (no una caja de ahorros), que además tenía fuertes vínculos con el Opus Dei, no parecía la mejor opción para el Ejecutivo si quería evitar dar carnaza a la oposición. Se antojaba mucho mejor infligir el castigo a los aproximadamente 300.000 accionistas del banco, muchos de ellos con posiciones económicas acomodadas pero que, en la mayoría de los casos, iban a perder buena parte de su patrimonio, si no los ahorros de toda su vida. Pero a los políticos solo les importan los votos, y estos inversores, aparte de ser pocos, no iban a apoyar a Podemos en cualquier caso.

En el Popular, el capital ascendía a unos 11.000 millones y la deuda subordinada —tanto los CoCos en manos de institucionales como la que se había vendido a los particulares— sumaba otros 2.000; en total, unos 13.000 millones, cantidad que se estimaba que sería suficiente para tapar el agujero. Como mucho, habría que tocar la deuda senior, pero en ningún caso haría falta llegar a los depósitos. Por otro lado, como siempre ocurre en la UE, este proceso involucraba a un montón de organismos y requería adoptar todo tipo de precauciones y cautelas. Hasta la Comisión y el Consejo (los gobiernos nacionales) tenían algo que decir y podían incluso oponerse a la decisión de resolver un banco.

Por tanto, parecía muy complicado a priori completar todo ese proceso en un solo día. De hecho, el BCE y la citada Junta Única de Resolución tenían previsto ponerlo en marcha, si las cosas no se enderezaban antes, el fin de semana siguiente, el del 10 y 11 de junio. Pero, lejos de frenarse, la situación crítica de liquidez del banco español empeoraba a ojos vistas e impedía llegar a esa fecha, máxime cuando el BCE le negaba más líneas de emergencia por las dudas sobre las garantías. Había que activar el mecanismo de resolución de inmediato y ejecutarlo a toda prisa.

La gran pregunta era qué hacer con el Popular una vez resuelto. Resolver un banco requiere que el BCE lo declare inviable, que la JUR decida que la mejor solución para el interés general es resolver la entidad, previo un informe de un experto independiente que apoye esta decisión, y que la autoridad nacional de resolución (el FROB en España) ejecute esa decisión mediante la amortización de las acciones y la deuda que deba asumir pérdidas —con lo que pasan a valer cero. En este caso, el informe independiente fue elaborado por Deloitte y originaría un gran escándalo tras la resolución: inicialmente, la JUR dijo que el dictamen contemplaba un valor negativo del Popular, debido a su insuficiencia de capital y provisiones, de -2.000 millones en un escenario normal y de -8.200 millones en uno adverso, es decir, si volviera a haber una recesión económica. Pero después, Vozpópuli publicó que había un tercer escenario, el favorable, en el que el banco tendría un valor positivo de 1.300 millones, del que las autoridades europeas no habían dicho ni pío. Se trata de una muestra del oscurantismo que rodeó toda la resolución del Popular y que sigue sin aclararse. A la fecha de impresión de este libro no se había hecho público el informe completo de Deloitte. La JUR respondió a esa información que las normas le obligaban a descartar el escenario favorable, pero esa ocultación dio más argumentos a la avalancha de demandas que se interpusieron contra la decisión de resolver la entidad.

Y encima, estaba el agravio comparativo con la banca italiana. No se trataba solo del caso del Monte dei Paschi, que llevaba un año con respiración asistida sin que ni el BCE ni la Comisión obligaran a Roma a tomar medidas contundentes para resolver el problema. Una semana después de la resolución del Popular, se rescataron dos pequeños bancos de la región del Veneto, Banca Popolare di Vicenza y Veneto Banca, con inyección de 17.000 millones de recursos públicos y unas condiciones para el comprador, Intesa Sanpaolo, que convertían la operación en una bicoca. ¿Por qué en Italia sí y en España no?

Pero la pregunta capital seguía ahí: una vez resuelto el Popular, ¿qué se podía hacer con él? La directiva europea de resolución bancaria ofrecía numerosas alternativas sobre el papel: la segregación entre un banco bueno y un banco malo, la creación de un banco puente, la venta de la entidad o, en caso de que ninguna solución fuera factible, su liquidación. Aquí el lenguaje es un poco confuso, puesto que lo primero que piensa cualquiera al oír la palabra «resolución» es en la desaparición del banco. En realidad, «resolver» un banco en la nueva terminología es equivalente a la antigua intervención por parte del Banco de España, con lo que pasa a estar controlado por el BCE. Se trata de un paso previo para una solución que, si no hay otra opción posible, puede acabar siendo su liquidación, que sí es la desaparición de la entidad y la subasta de sus activos para tratar de recuperar el máximo posible, como en cualquier concurso de acreedores de una empresa.

Pero, en la práctica, la única forma de asegurar la continuidad de las operaciones de una entidad y de evitar el temido corralito era su venta inmediata. Cualquier otra posibilidad suponía la toma del control por la JUR, el nombramiento de administradores provisionales, lo que abocaba a un periodo de interinidad en el que los clientes no podrían sacar su dinero. A lo que había que sumar, en la situación del Popular, el pánico de los depositantes, mezclado con el shock y la confusión por la resolución del banco y la pérdida de toda su inversión por accionistas y bonistas. Y si se llegaba a la liquidación, el Fondo de Garantía de Depósitos tendría que asumir unos 36.000 millones para cubrir los de menos de 100.000 euros, una cifra para la que no estaba ni remotamente preparado.

Por consiguiente, era imperativo intentar vender el banco intervenido como fuera, a pesar del fracaso de la subasta de Saracho y a pesar de la negativa rotunda del gobierno español a conceder ningún tipo de ayudas públicas: no habría un EPA como el que había pedido el BBVA ni se podría traspasar el ladrillo del Popular a Sareb, el banco malo semipúblico creado para sanear las cajas quebradas en 2012. Esa era otra opción que los asesores de varios potenciales compradores habían puesto sobre la mesa, pero que, a la postre, requeriría también utilizar dinero del contribuyente para recapitalizar Sareb tras absorber esos activos.6 Para buscar esta salida desesperada, la JUR comunicó a las cinco grandes entidades españolas que la misma tarde del 6 de junio debían presentar ofertas si querían quedarse con el Popular, una subasta «exprés» para tratar de evitar el desastre in extremis.

La primera reacción de los interesados fue similar a la del proceso privado: Sabadell, CaixaBank y Bankia declinaron la invitación, BBVA jugó al despiste y el único que se lo tomó en serio fue el Santander. Francisco González pidió unas horas más para poder reunir a su consejo y estudiar la posible presentación de una oferta, y la JUR se las concedió. Pero ni siquiera así pujó finalmente. «Todo esto es una chapuza», dijo a sus allegados. Las versiones del propio Guindos sobre qué ocurrió con la puja del BBVA son contradictorias: el ministro dijo inicialmente en una conferencia con corresponsales en Bruselas que se habían presentado dos ofertas. «¿Y cuánto ofreció la segunda? ¿Medio euro?», le preguntó un periodista en tono de broma. Un mes más tarde sostuvo en la Universidad Internacional Menéndez Pelayo de Santander que solo hubo una. Por lo que ha revelado después el FROB, lo que hizo González fue firmar el acuerdo de confidencialidad habitual en estos procesos y luego comunicar su renuncia a participar, un agravio más que añadir a la larga lista de enfrentamientos entre el banquero gallego y Guindos.7

Por tanto, solo quedaba la opción del Santander. Y en la sede de Boadilla del Monte, Ana Botín decidió hacer de la necesidad virtud. A pesar del rechazo a pujar en la primera subasta, planteó una jugada arriesgada pero que fue muy alabada por analistas e inversores. La consideraron digna de su padre, Emilio Botín, que había protagonizado algunas de las operaciones corporativas más espectaculares de la historia de la banca mundial, como las de ABN Amro o Antonveneta. La idea era conseguir unas importantes sinergias —sumar el negocio de los dos bancos reduciendo al máximo los costes, al suprimir los servicios centrales del Popular y las oficinas redundantes, lo que a su vez le permitía hacer una «poda» en su propia red— y tapar el agujero potencial con unas provisiones de 7.900 millones, que servirían no solo para cubrir el déficit sino para hacer frente a las posibles demandas (de hecho, posteriormente ofreció la devolución del dinero invertido en la ampliación de 2016 por los minoristas hasta 100.000 euros; para las cantidades superiores, la compensación era parcial). Con ese nivel de provisiones, además, conseguiría rebajar el valor en libros de los inmuebles por debajo del de los demás bancos, lo cual le permitía ponerlos a la venta más baratos sin incurrir en pérdidas. Es decir, podía romper el mercado. Así lo hizo posteriormente, con la venta del 51 por ciento de la cartera inmobiliaria del Popular a Blackstone. Finalmente, esta operación le daba la excusa perfecta para acometer una ampliación de capital a un coste muy bajo —la acción del Santander apenas sufrió en bolsa porque el mercado le «compró» la historia— que, además de compensar la adquisición del Popular, le permitía subsanar su propia situación de solvencia, un tanto ajustada, por decirlo suavemente. El volumen de esta operación fue de 7.000 millones.

Pero toda esta jugada solo salía a cuenta si no pagaba nada por el Popular, lo que explica que ofreciera solo un simbólico euro por la entidad. Y ya era mucho, dado su valor negativo por el déficit de solvencia que presentaba. Ni a la JUR ni al gobierno español les pareció mal: no se trataba de recaudar con la venta, sino de evitar la liquidación y el enorme coste que conllevaría garantizar los depósitos, de encontrar alguien dispuesto a quedarse con el banco sin recibir ningún tipo de ayuda y de que este pudiera continuar sus operaciones al día siguiente como si no hubiera pasado nada. La oferta del Santander cumplía los tres objetivos, por lo que fue aceptada con entusiasmo en la madrugada del 6 al 7 de junio. Guindos recibió la llamada con la buena nueva de madrugada y pudo respirar por fin. A las siete de la mañana siguiente, después de la noche más larga y oscura de la historia del Banco Popular, la JUR comunicaba a los medios la decisión, que se convertía en el bombazo informativo del día, la semana y los meses venideros. A las 12, Ana Botín en persona presentaba públicamente la operación como «un servicio al país», y esta fue recibida con grandes alabanzas por las firmas de análisis bursátil y por los medios de comunicación españoles y extranjeros. La jugada le había salido redonda.

Y así fue cómo un banco casi centenario, que había sobrevivido a la Gran Depresión, a la Guerra Civil, a las crisis del petróleo, a las crisis bancarias españolas e internacionales, a la Transición, a los gobiernos del PSOE y del PP y al hundimiento de las cajas de ahorros, falleció y fue enterrado en una sola noche. Cómo la entidad que había comenzado su andadura con la presencia en su capital de los Borbones, del mismísimo rey de España Alfonso XIII, terminó por un euro en las manos de la familia de banqueros más poderosa del país y de buena parte de Occidente, los Botines.
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ALFONSO XIII Y EL BANCO POPULAR DE LOS PREVISORES DEL PORVENIR













14 de octubre de 1926. Con la asistencia de Su Majestad el rey don Alfonso XIII, el general Miguel Primo de Rivera, cuya dictadura estaba en el apogeo, y su gobierno en pleno, se inauguró en la calle del Conde de Peñalver, número 2, de Madrid (más tarde Gran Vía, 3, calle que entonces estaba en construcción) la sede social de una nueva entidad financiera española llamada Banco Popular de los Previsores del Porvenir. Se trataba de un banco creado por una mutualidad de seguros de vida, Los Previsores del Porvenir, en el que el propio monarca había adquirido 500 acciones a título individual y otras 500 para la familia real. Los fastos de la inauguración consistieron en la bendición eclesiástica del local, un banquete en el Hotel Nacional y el reparto de cartillas de ahorro entre niños necesitados, por el rey en persona, en la calle de Jesús de Medinaceli.

Desde la misma inauguración quedaron patentes algunas de las señas de identidad que definirían al Popular hasta su final, noventa y un años después, el 7 de junio de 2017: la cercanía al poder en cada época histórica, fuera del signo que fuera (algo que comparte con la mayoría de los bancos); su adscripción a la doctrina social de la Iglesia enunciada por el papa León XIII en su encíclica «Rerum novarum», que planteaba la necesidad de mejorar las condiciones de vida de los obreros y con la que pretendía ofrecer una alternativa cristiana al marxismo, tan en boga en aquel entonces, pese a lo cual había recibido inicialmente la oposición del catolicismo integrista dominante en España; y su vocación por fomentar y atraer el ahorro de las clases populares.

Los Previsores del Porvenir era una mutualidad muy célebre en aquel tiempo. Hay que tener presente que entonces no existía la Seguridad Social ni había pensiones de jubilación, por lo que la única forma de recibir una renta al dejar de trabajar pasaba por constituir un seguro como los que comercializaba esta entidad, parecidos a los planes de pensiones actuales. Ahora bien, en la década de 1920 los seguros eran mucho más informales que ahora: no existían cálculos actuariales basados en la esperanza de vida ni ningún otro método más o menos científico, sino que el sistema era muy de andar por casa. En esencia se trataba de hacer un fondo común con aportaciones periódicas que se repartía entre todos los partícipes al llegar a la jubilación. Existían dos modalidades, ambas muy populares en España, que recibían el nombre de sus respectivos creadores: la tontina (por el italiano Lorenzo Tonti) y la chatelusiana (por el francés Fréderic Chatelus). Se diferenciaban en que en la primera se repartía entre los mutualistas el capital acumulado y en la segunda se daba una renta periódica. Previsores del Porvenir era el líder del mercado entre las chatelusianas, con más de 8 millones de pesetas de la época en primas, cuando su principal competidor andaba por las 100.000. Además, se benefició de un real decreto-ley del mismo año, 1926, que prohibía la constitución de nuevas entidades de este tipo dado su altísimo riesgo, lo que le otorgaba un cuasimonopolio de facto.

A pesar de esta situación tan ventajosa, existía una clara hostilidad hacia esta clase de negocios desde los poderes públicos (Franco los acabaría prohibiendo en 1944), por lo que Previsores decidió que, para diversificar sus actividades, la mejor idea era crear un banco: el Banco Popular. El impulsor de la propuesta fue el hombre fuerte de la aseguradora, Emilio González-Llana Fagoaga, que fue nombrado también primer presidente de la nueva entidad. Era un ingeniero de minas que había sido diputado y senador por el Partido Conservador y que, durante la dictadura de Primo de Rivera, era miembro de la Asamblea Nacional Consultiva (un parlamento sin funciones legislativas) creada por el general pese a que su partido se había negado a participar en la misma. Esto le permitió contar con el apoyo del gobierno en el lanzamiento del banco y marcó a González-Llana como afecto al régimen y miembro del ala más dura de los monárquicos, lo que le pasaría factura en el futuro. No obstante, desde entonces se alejó de la política para volcarse en la gestión del Popular, cuyas riendas llevó durante dos decenios con algunas interrupciones.





El rey, accionista fundador del Popular


El nuevo banco levantó 3 de los 10 millones de pesetas que pretendía captar de los accionistas, en su inmensa mayoría mutualistas de Previsores; suscribieron títulos unos 50.000, la mayoría solo una o dos acciones, de ahí que su capital inicial estuviera muy repartido sin que su consejo tuviera una posición relevante. La participación de Alfonso XIII fue, por tanto, algo excepcional, pero con un evidente efecto publicitario para atraer socios al capital de la entidad. La inversión directa del jefe del Estado —y que se hiciera de una forma tan pública y notoria— hoy nos parecería escandalosa e inaceptable, pero en aquella época era bastante habitual. Y eso, a pesar de que no había distinción entre el patrimonio personal del rey y el del Estado que estaba a su servicio (lo que hoy se denomina Patrimonio Nacional), básicamente palacios e inmuebles.

Alfonso XIII había heredado de su padre, Alfonso XII, 1,3 millones de pesetas que equivalen a unos 4,4 millones de euros actuales, y aparte tenía una asignación civil como heredero al trono.8 Pero el soberano era un conocido derrochador y bon vivant que necesitaba fuentes de ingresos adicionales para financiar su elevado ritmo de vida, por lo que «se metió en negocios sabiamente aconsejado por su camarilla (todos prebostes de la patria que disponían de información privilegiada) y amasó una interesante fortuna que cuando hubo de partir al exilio se cifraba en unos 16 millones de euros depositados en bancos de París y Londres».9 Entre los asesores financieros del monarca se encontraban el marqués de Comillas y conde de Güell (Banco Hispano Colonial), Pablo Garnica y el marqués de Cortina (Banesto), Enrique Ocharán y el marqués de Arriluce (Banco de Vizcaya) o el marqués de Urquijo (Banco Urquijo).

«De este modo, con el frágil mimbre de la herencia de su abuela Isabel II y los más sólidos de sus padres, además de la habilidosa gestión de su patrimonio mobiliario (acciones en empresas, bonos de Estado, obligaciones y cualquier otro título rentable), Alfonso XIII logró fabricar al cabo de los años una repleta cesta de dinero hasta su expulsión de España».10 El rey invirtió con gran rentabilidad en todo tipo de sectores: industrial, financiero, turístico, inmobiliario y espectáculos, incluyendo el cine. Este éxito derivó de varios factores, como la recuperación del precio de las acciones y bonos de Francia e Inglaterra tras la Primera Guerra Mundial, el ciclo económico expansivo de la década de 1920 o el giro de sus inversiones hacia empresas españolas que consiguieron grandes beneficios, como Hispano-Suiza, Metro o la Transmediterránea de Juan March. Y entre esas inversiones se encontraba la del Banco Popular. Evidentemente, el apoyo del régimen era la mejor garantía de que, al menos al principio, el proyecto iba a tener éxito y ofrecer jugosos dividendos a los accionistas, apoyado además por la citada situación de privilegio de los Previsores del Porvenir. La Segunda República puso fin a estas prácticas del monarca al incautarse tanto de su patrimonio privado como del público.

En todo caso, la cercanía del banco al régimen monárquico se manifestó incluso en las cuestiones formales. Por ejemplo, en agosto el consejo se trasladaba todos los años a San Sebastián, donde veraneaba la familia real y toda la corte.





Los primeros años


El nuevo Banco Popular tuvo inicialmente tres empleados compartidos con Previsores, al igual que su sede, y ofrecía los servicios bancarios básicos de aquellos tiempos: cuentas corrientes y libretas de ahorro, descuento de efectos comerciales (letras de cambio), préstamos y líneas de crédito. Asimismo, se dedicaba a la inversión en valores, sobre todo deuda pública y de compañías ferroviarias, que fue la principal fuente de ingresos durante sus primeros años. La peculiar composición de su accionariado le permitió tener una presencia geográfica en casi toda España, ya que los mutualistas de Previsores, accionistas del banco, se dedicaron a captar clientes en sus ciudades y pueblos aunque no hubiera sucursales, lo que se denominaba «servicio de caja de ahorros».

También desde el principio el banco mostró otra característica que le acompañaría durante toda su existencia: la preferencia por la financiación del negocio inmobiliario. De hecho, una de sus primeras inversiones fue un crédito para la construcción de una «ciudad-jardín» para escritores y artistas promovida por la Asociación de la Prensa de Madrid, uno de cuyos chalets fue donado a un mutilado de guerra, de nuevo por Alfonso XIII, en otro de esos actos de beneficencia típicos de la doctrina social-religiosa que inspiraba a la entidad. También participó activamente en el desarrollo urbanístico de San Lorenzo de El Escorial.

En esos primeros años, el Popular acometió una agresiva política de apertura de sucursales propiamente dichas por toda España, normalmente también a instancias de mutualistas que luego ocupaban los puestos directivos en esas oficinas. Esa red de la aseguradora le facilitaba la expansión porque le suponía una inversión mucho menor que la que requerían los demás bancos. Además, la apertura de nuevas sucursales debía ser autorizada por el Consejo Superior Bancario (una asociación patronal que en la práctica funcionaba como un lobby, ya que fijaba los tipos de interés de depósitos y créditos que debían aplicar todas las entidades y ordenaba su implantación territorial), que ponía muchas trabas para que un nuevo banco se instalase en plazas donde ya estuvieran presentes otras entidades financieras, las mayores de las cuales eran entonces Banesto y Central. No obstante lo anterior, González-Llana tuvo que poner orden en ese crecimiento por la falta de rentabilidad de muchas oficinas abiertas en poblaciones sin la suficiente masa crítica de clientes. Por ejemplo, había abierto sucursal en lugares como Brozas (Cáceres) o Benifaió (Valencia). Para racionalizar el proceso, el banco creó consejos regionales empezando por Valencia, donde había logrado un gran éxito, y puso el foco en abrir sucursal en Barcelona, tarea que encargó en 1929 a su consejero Daniel Riu Periquet, que en 1931 fue nombrado vicepresidente primero y consejero delegado del banco. Sin embargo, la ansiada sucursal catalana no se materializó hasta 1936, cuando el Popular realizó su primera adquisición: el Banco Catalán Hipotecario, con sede en Barcelona y Tarrasa. Este crecimiento obligó a crear una nueva organización en la que el consejo tenía varias comisiones para ocuparse de los asuntos del día a día y en la que se instituyó la figura del director general, a semejanza de las cajas de ahorros.

A pesar de esta expansión, los grandes bancos no se tomaron en serio inicialmente al Popular. Así se evidenció en una reunión del Consejo Superior Bancario de julio de 1930, a la que no fue invitada la entidad, que protestó airadamente. En este ninguneo tenía mucho que ver su relación con Previsores, una mutualidad que se miraba con condescendencia desde las alturas de la gran banca española del momento.





La República: liquidez, austeridad y… Nicolás Franco


La proclamación de la Segunda República en abril de 1931, apenas cinco años después de la fundación, puso a prueba por primera vez la capacidad del Banco Popular de adaptarse a los avatares políticos y mantener el favor del poder cuando este cambiaba de signo. Asimismo, le otorgó a la entidad las dos últimas características que terminarían de conformar su personalidad: la austeridad en su gestión, sobre todo en el control de costes pero también en la concesión de crédito, mucho mayor que la de sus competidores; y un temor perenne a ser nacionalizado por razones políticas, lo que explicaría algunas de las decisiones más llamativas y polémicas de su historia posterior.

El cambio de régimen pilló al banco por sorpresa, puesto que celebró una junta de accionistas el 12 de abril, el mismo día en que tuvieron lugar las elecciones municipales que significaron la caída de la monarquía y el exilio de su accionista Alfonso XIII. El gran temor de los gestores del Popular ante estos acontecimientos fue una fuga de capitales hacia bancos extranjeros por el miedo de los clientes a la nueva situación política, algo que se produjo en el conjunto de la banca española. Por ello, se convocó un consejo el 17 de abril. En él, el presidente González-Llana aseguró que «hasta la fecha no ha habido movimiento de fondos superior a lo normal». Y tranquilizó al resto de consejeros al explicar que «si hubiera retiradas, el banco resistiría mejor que otros por la extraordinaria división de las cuentas corrientes».11 Como se ha dicho, la mayoría de los clientes eran personas humildes con escasos ahorros y, además, jugaba a su favor su extraordinaria diversificación geográfica en todo el territorio nacional. Es decir, el Popular pudo aguantar un momento de elevadísima incertidumbre como el advenimiento de la República sin los problemas de liquidez que acabarían con él décadas más tarde.

Ahora bien, eso no implicaba que el consejo no tomara ninguna medida: decidió «ser parcos» en la concesión de créditos y que el presidente cancelaría sus visitas oficiales «por si fuese mirado con recelo dada su significación política»12 como diputado conservador y, sobre todo, como miembro del parlamento sin funciones de Primo de Rivera. Estas medidas iniciales se intensificaron en los meses siguientes con la suspensión de las nuevas inversiones (y posteriormente las que se realizaron se centraron en deuda pública), la amortización lo más rápida posible de los créditos concedidos, la limitación al máximo del descuento comercial y la «mayor severidad en los gastos».13 Esta última decisión se vio reforzada por el incremento de los costes salariales que impuso la legislación laboral de los gobiernos republicanos, con un decidido impulso a la negociación colectiva. Este aumento de los salarios se acentuó con la celebración de una Conferencia Nacional de Empleados de Banca en 1933, y este clima reivindicativo provocó situaciones como un incremento del absentismo de los empleados o la decisión unilateral de la plantilla de Sevilla de trabajar solo por las mañanas. También se registró una escalada de los delitos, que hicieron necesario acometer gastos en alarmas y en dotaciones de fuerzas de seguridad en algunos lugares. El consejo respondió con la decisión de cerrar las sucursales menos rentables o transformarlas en simples delegaciones.

El control de costes llegaría a convertirse en una obsesión y a impregnar todos los procesos del banco, que de esa forma llegaría a ser el más eficiente de Europa (la eficiencia es la proporción de los ingresos en relación a los gastos, o sea, los gastos divididos entre los ingresos).

A pesar del aguante inicial, todo el sistema bancario sufrió retiradas de depósitos tras la proclamación de la República. Para compensar la caída de la liquidez, durante este periodo el Popular priorizó la captación de depósitos (pasivo) sobre la concesión de crédito (activo), para lo cual no dudó en realizar campañas publicitarias que incluyeron no solo la prensa escrita, sino un novedoso medio de comunicación de masas: el cine. También encontró una nueva vía de negocio con la autorización para crear un servicio de habilitación de clases pasivas, que pagaba pensiones de la incipiente Seguridad Social y permitía al banco otorgar adelantos sobre las mismas. Con respecto a su accionista Alfonso de Borbón, dos decretos de mayo y junio de 1931 exigían a las entidades entregar al Banco de España todos los activos del rey depuesto. Así lo hicieron Banesto, Vizcaya, Urquijo y Popular, si bien este último solo devolvió 420,12 pesetas, según se recoge en una comunicación al Banco de España hecha en junio.

En otoño de 1931, Riu dimitió como consejero delegado después de que no fuera aceptado un proyecto de reglamento propuesto por él. Al mismo tiempo, González-Llana, alegando problemas de salud pero en realidad por temor a las consecuencias que podría tener ocupar un cargo de tanta proyección pública en la turbulenta situación política —en una carta remitida al consejo reiteraba su «adhesión inquebrantable al régimen caído», lo que le obligaba a abandonar la presidencia—, cedió temporalmente el cargo a otro consejero, Gabriel Gancedo. Este falleció inesperadamente en abril de 1933, pero González-Llana no retomó la presidencia por «determinadas censuras que habían llegado a sus oídos»,14 sino que recayó en Antonio Ferrer Jaén, hasta entonces secretario del consejo.

El momento más crítico para el Popular del periodo republicano fue la Revolución de Octubre de 1934, cuando hubo de lidiar con una huelga general que secundó buena parte de su plantilla, con la insubordinación de los responsables de algunas sucursales y con pérdidas por el abandono de ciertos proyectos en que se había embarcado en Asturias. Durante estos sucesos el banco ofreció otra muestra de sus principios religiosos: donó 100 pesetas para la reconstrucción de la iglesia de Barruelo de Santullán (Palencia), destruida por los revolucionarios. Cuando llegó al poder, el Frente Popular aprobó un decreto que obligaba a readmitir a los trabajadores despedidos por participar en la revolución y a pagarles unas elevadas indemnizaciones: el coste total fue de 96.500 pesetas.

La entidad acató estas normas para no enfrentarse al Ejecutivo, ya que temía que, como represalia, procediera a expropiar el banco. Varios de los partidos que formaban la coalición izquierdista eran declarados defensores de la nacionalización de la banca. 

El periodo republicano concluiría con una casualidad de lo más significativa: uno de los últimos créditos concedidos antes de la Guerra Civil, en junio de 1936, de 25.000 pesetas, fue para Nicolás Franco Bahamonde, hermano del general. Se trató de una operación de pequeña cuantía y transitoria, pues fue traspasada posteriormente al Banco Hipotecario, y no parece haber tenido relación con el levantamiento militar.





La Guerra Civil: cambio de caballo ganador


Al igual que el advenimiento de la República, el golpe militar pilló por sorpresa al consejo del banco, que en principio consideró que se trataba de una asonada que sería sofocada rápidamente. Por ello, el acta de la reunión del órgano de administración del 21 de julio de 1936 refleja que «se delibera acerca de la situación actual creada por el movimiento sedicioso y se acuerda que en todo momento coadyuve el banco a colaborar con el gobierno de la República legítimamente constituido, acatando y dando el más exacto cumplimiento a cuantas disposiciones sean dictadas por el mismo».15

Sin embargo, muy pronto quedó claro que la rebelión no iba a ser derrotada de forma inmediata y que España se había metido de lleno en una guerra civil. El aldabonazo fueron los sucesos de Toledo, donde la sucursal del Popular fue destruida durante el asedio del alcázar de la ciudad. A su vez, el gobierno exigió a toda la banca aportaciones para financiar las milicias que debían combatir a los sublevados. Las mayores fueron exigidas en Madrid, 5.000 pesetas cada entidad, pero también hubo que hacer donaciones en Alicante o San Sebastián. Ante el cariz que estaban tomando los acontecimientos, el temor de González-Llana a posibles represalias políticas —que ya le habían apartado de la presidencia en 1931, aunque seguía participando activamente en la gestión del banco— le llevó a huir del país. De esta forma, Ferrer Jaén se convirtió en presidente efectivo del Popular con plenos poderes.

En aquellos tumultuosos momentos se produjeron algunos hechos perjudiciales para el banco impulsados o, al menos, tolerados por unas autoridades de las que, como se ha dicho, formaban parte numerosos partidarios de la nacionalización de la banca y de instaurar un sistema socialista. Así, se constituyó un comité de empresa que impuso a la dirección el nombramiento de un sindicalista como jefe de personal. Y en Barcelona los responsables de la sucursal fueron rebajados al mismo nivel que los empleados de base. Fuera de la entidad, la Dirección General de Seguridad forzó a pagar por adelantado a los obreros del proyecto que absorbía el mayor crédito del Popular: la construcción de un hospital psiquiátrico en Alcalá de Henares. Ante las presiones políticas, el banco decidió terminar las obras, pero el edificio fue requisado para albergar una división del ejército republicano. Tras la guerra, se utilizó como campo de concentración de prisioneros, conocido como «el manicomio», y finalmente sirvió de sede a la Brigada Paracaidista.

Todos estos acontecimientos, además de los principios cristianos que inspiraban al banco desde su creación, convencieron al consejo de que debía apoyar el levantamiento para que se restaurase el orden, si bien se vio obligado a seguir financiando las operaciones del bando republicano y la fabricación de armas para él. En todo caso, Juan Negrín —que fue ministro de Hacienda antes de presidir la República— no se fiaba de la lealtad de los bancos, por lo que impuso que en cada entidad debía constituirse un comité directivo compuesto por un representante de Hacienda, otro de los accionistas, otro de los depositantes y otro de la Federación Nacional de Banca, el sindicato del sector. También podrían pertenecer a este órgano los consejeros que «hubieran cumplido con su deber prestando colaboración al régimen sin haber abandonado sus puestos».
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